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La Comisión Europea ha 
abierto una nueva investi-
gación por los laudos por el 
recorte de las primas de las 
energías renovables en 2013. 
En esta ocasión, el Ejecutivo 
comunitario ha anunciado 
que ha inicado una investiga-
ción exhaustiva para evaluar 
si la indemnización de 23,5 
millones (unos 32 millones 
al sumar los intereses) abo-
nada por parte de España 
a la japonesa JGC Corpora-
tion, tal y como obligó un fa-
llo del Centro Internacional 
de Arreglo de Diferencias Re-
lativas a Inversiones (Ciadi), 
la corte de arbitraje del Ban-
co Mundial, puede suponer 
una ayuda estatal contraria 
a la normativa europea.

Bruselas abre esta se-
gunda investigación, des-
pués de que en marzo de 
2025 eximiera a España de 
abonar la compensación de 
101 millones al fondo luxem-
burgués Antin (cuyos dere-
chos en este pleito fueron 
transferidos a Centerbridge) 
por este mismo asunto. La 
Comisión sentenció que la 
indemnización reconocida 
mediante un laudo es una 
“ayuda estatal ilegal” incom-
patible con las reglas euro-
peas en la materia. De este 
modo, respaldó una de las 
principales líneas de defen-
sa de España en todos los 
procedimientos abiertos por 
el tijeretazo a las retribucio-
nes de las renovables basado 

La Comisión Europea estudia si la compensación al inversor extracomunitario 
por un laudo de renovables constituye una ayuda de Estado contraria a la norma

Sin embargo, la Comisión 
Europea considera ahora, 
de manera preliminar, que 
el laudo dictado por el Cia-
di en 2021 y su ejecución 
“constituyen ayudas esta-
tales” incompatibles con lo 
dispuesto en el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE), “ya que 
otorgan a JGC una ventaja 
equivalente a las previstas 
en el régimen español de 
2007″, un plan que, según 
recuerda, no fue notiicado 
tal y como establece la nor-
mativa europea.

51 demandas de arbitraje 
han sido presentadas contra 
España, de las cuales, hasta 
la fecha, se han resuelto 29 a 
favor de los inversores y 18 
han dado la victoria a Espa-
ña. De los más de 10.000 mi-
llones de euros en total que 
se reclamaron inicialmente, 
las cortes de arbitraje han 
reconocido indemnizaciones 
por alrededor de 1.800 millo-
nes de euros, cuantía que se 
eleva hasta los 2.300 millo-
nes si se tienen en cuenta 
intereses de demora, costas 
judiciales y otros recargos.

Dentro de esas indem-
nizaciones se encuentra la 
reconocida a la compañía 
japonesa JGC, así como las 
admitidas a otros tres inver-
sores extra-UE. Tras el infor-
me de Bruselas sobre el caso 
Antin, fuentes de Transición 
Ecológica estimaron que Es-
paña solo se vería obligado 
a desembolsar unos 200 mi-
llones de euros a estas cua-
tro compañías extranjeras, 
aunque matizaron que los 
pagos deben ser autoriza-
dos en cualquier caso por 
Bruselas.

Bruselas investiga el pago de 23,5 millones 
de España a la japonesa JGC Corporation
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BlackRock ha notiicado a 
la CNMV una participación 
del 3,002% en Indra, equiva-
lente a unos 316 millones 
de euros y cercana a 5,3 mi-
llones de acciones, siendo 
la primera vez que desvela 
una posición en este valor. 
En concreto, la irma reve-
ló que tiene una participa-
ción indirecta en acciones 
del 2,637%, equivalente a 
unos 4,66 millones de títu-
los. Al precio al que cerra-
ron ayer las acciones de la 
empresa de defensa y tec-
nología, 59,6 euros (+1,74%), 
esta participación tiene un 
valor de unos 277,6 millones.

Asimismo, el fondo os-
tenta otro 0,365% a través de 
instrumentos inancieros, en 
concreto 643.595 acciones, 
por un importe de unos 38,42 
millones a ese mismo precio.

Según los registros con-
sultados por Europa Press, 
la SEPI, con un 28% del ca-
pital; Sapa Placencia, con un 
7,94%, y Amber Capital, con 
un 7,24%, suman algo más del 
43% de las acciones de Indra, 
una posición conjunta equi-
valente a unos 4.531 millo-
nes de euros al precio de 59,4 
euros por título. Estos son 
actualmente los tres accio-
nistas más signiicativos de 
Indra, tras la salida el pasado 
mayo de los hermanos Án-
gel y Javier Escribano, que, a 
través de Advanced Enginee-
ring & Manufacturing, tenían 
el 14,3% de la compañía.

en que la justicia europea 
había limitado los arbitrajes 
vetó estos procedimientos 
entre inversores europeos 
y Estados miembros de la 
Unión Europea. Sin embargo, 
este pronunciamiento abrió 
la puerta a que representan-
tes del Gobierno de España y 
del fondo Blasket Renewable 
Investments, que cuenta con 
los derechos de representa-
ción legal y cobro de muchos 
de estos pleitos (entre ellos 
el de JGC), iniciaron una vía 
de negociación para resarcir, 
al menos, los daños de los in-
versores extracomunitarios.

En esta línea, el Gobierno 
accedió a pagar la primera 
y única indemnización de 
la casi treintena que están 
pendientes, la relativa a la 
empresa japonesa JGC, que 
invirtió en dos plantas ter-
mosolares ubicadas en An-
dalucía. Fuentes del Ministe-
rio de Transición Ecológica 
explicaron en junio de 2025 
que el abono se efectuó des-
pués de recibir la aprobación 
preceptiva de Bruselas, para 
evitar precisamente que fue-
ra declarada ayuda de Esta-
do ilegal; y que el abono se 
efectuó con parte del dinero 
que ya había sido bloquea-
do como medida cautelar en 
Bélgica en julio de 2024 de 
los derechos de crédito que 
España recibe de la Organi-
zación Europea para la Segu-
ridad de la Navegación Aérea 
(Eurocontrol), vía Enaire, en 
virtud de las tarifas de con-
trol del tráico aéreo.

El Supremo condena a EY a indemnizar a otros tres 
accionistas de Gowex como responsable civil de su caída
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El Tribunal Supremo ha 
mantenido su criterio so-
bre los daños causados por 
la desaparecida Gowex. El 
alto tribunal determinó en 
abril de 2023 que EY, que 
fue asesor registrado (que 
no auditor) de la compañía, 
actuó de manera negligen-
te por no haber detectado 
que la proveedora de wifi 
gratuito a grandes ciudades 
como Madrid, Nueva York, 
París, Dublín o Dubái había 
falseado sus cuentas. 

En una reciente senten-
cia, los magistrados reafir-
maron su jurisprudencia 
acerca de la responsabili-
dad civil extracontractual 
que tiene la firma de servi-
cios profesionales con las 
personas que adquirieron 
participaciones de la com-
pañía por no haber desta-
pado el fraude antes de que 
lo hiciera el fondo bajista 
Gotham City Research en 
julio de 2014. Así, ordenó 
indemnizar con un total de 
150.760,51 euros a tres ac-
cionistas, que se suman a 

la batalla ganada por otros 
cuatro perjudicados hace 
tres años, que fueron com-
pensados con 118.921 euros.

El caso volvió a la Sala 
de lo Civil del Supremo a 
raíz del recurso presenta-
do por cuatro accionistas 
cuyas demandas se acu-
mularon a una treintena 
de acciones civiles y que 
fueron desestimadas. El 
tribunal admitió a trámite 
este recurso para analizar 
si su jurisprudencia debía 
ser matizada o modificada 
sobre el papel de los “aseso-

llevar una supervisión ex-
haustiva de las empresas 
asesoradas.

La conclusión del alto 
tribunal fue la misma que 
en 2023: aunque el asesor 
registrado no es un “segun-
do auditor”, su intervención 
tiene una “relevancia fun-
damental” en las decisiones 
de los inversores. En base a 
ello, en una sentencia dicta-
da el 21 de julio, recalcó que 
EY debió haber verificado 
la información que Gowex 
emitió en el mercado tan-
to para su incorporación 

al MAB en marzo de 2010, 
como en las ampliaciones 
de capital que hizo en ju-
nio de 2011 y noviembre 
de 2012.

Y sobre todo, prosigue el 
tribunal, después de que el 
organismo rector del MAB, 
a instancias de la Comisión 
Nacional del Mercado de 
Valores (CNMV), requiriera 
información en 2010 ante 
la sospecha de que esta-
ba llevando a cabo opera-
ciones ficticias de venta y 
compra para inflar la cifra 
de negocios. 

El tribunal señala 
que la consultora 
debió verificar  
los datos emitidos 
al mercado

res registrados” en el Mer-
cado Alternativo Bursátil 
(MAB) –el antiguo nombre 
del actual BME Growth–, en 
virtud de la regulación en 
vigor antes y de 2015, cuan-
do se obligó a esta figura a 
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